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CORREO ELECTRÓNICO OFICIAL. LA INFORMACIÓN COMUNICADA A TRAVÉS DE DICHO 
MEDIO ENTRE LOS ÓRGANOS DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, SI ESTÁ 
CERTIFICADA LA HORA Y FECHA DE SU RECEPCIÓN, ASÍ COMO EL ÓRGANO QUE LA 
REMITE POR EL SECRETARIO DE ACUERDOS DEL TRIBUNAL JUDICIAL QUE LA RECIBE, 
TIENE PLENO VALOR PROBATORIO. El artículo 210-A del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo en términos de lo previsto en el diverso 
numeral 2o. de esa ley, reconoce como medios de prueba la información generada o comunicada 
que conste en medios electrónicos, ópticos o en cualquier otra tecnología, y establece que su fuerza 
probatoria está sujeta a la fiabilidad del método en que haya sido generada, comunicada, recibida o 
archivada y, en su caso, si es posible atribuir a las personas obligadas el contenido de la información 
relativa y ser accesible para su ulterior consulta. Ahora bien, entre los medios de comunicación 
electrónica a que se refiere la legislación procesal civil de referencia, se encuentra el denominado 
correo electrónico, que es un medio de transmisión de datos mediante redes informáticas (Internet), 
por el que es factible el envío de información que se recibe por el destinatario en forma de mensaje 
de texto o como dato adjunto; de ahí que la información generada o comunicada en mensajes de 
texto o archivos adjuntos que se transmite por medio del correo electrónico oficial, entre los órganos 
del Poder Judicial de la Federación, si su recepción está certificada por el secretario de Acuerdos 
del tribunal judicial al que se transmite, sobre la hora y fecha en que la recibió y la persona del órgano 
jurisdiccional federal que la remitió, tiene pleno valor probatorio, por ser confiable el medio en que 
fue comunicada, ya que tiene un grado de seguridad similar al de la documentación consignada en 
papel, además de que es identificable la persona a quien se atribuye su contenido y pueden 
verificarse tanto el origen del mensaje como el archivo adjunto que a través de éste se remita; pues 
en la actualidad los citados órganos se encuentran comunicados electrónicamente, por distintos 
medios, lo que permite corroborar los datos del mensaje de texto o dato adjunto recibido. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Queja 119/2015. 11 de noviembre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Medécigo 
Rodríguez. Secretario: Nicolás de Luna González. 

Queja 129/2015. 7 de diciembre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Ojeda Bohórquez. 
Secretario: Jorge Antonio Salcedo Garduño. 

Queja 102/2016. 19 de agosto de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Medécigo 
Rodríguez. Secretario: Julio César Antonio Rosales. 

Queja 128/2016. 17 de octubre de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Humberto Manuel Román 
Franco. Secretaria: Irma Emigdia González Velázquez. 

Queja 129/2017. 30 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Medécigo 
Rodríguez. Secretario: Jaime Flores Cruz. 

Esta tesis se publicó el viernes 11 de mayo de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de mayo de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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